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Definiendo a la ley

Toda sociedad humana, pasada o presente, grande o pequeña, posee 
leyes encargadas de regular la vida cotidiana de sus miembros, pues, 
tal y como señala un antiguo aforismo latino: ubi societas, ibi ius, 
(donde existe una sociedad hay también un derecho). Sin embargo, este 
derecho nunca será el mismo en todas las comunidades, pues su 
contenido intentará reflejar los elementos culturales que las definen: 
religión, instituciones, lengua, etcétera.

¿Qué debe entenderse por derecho? Una respuesta bastante sim-
ple, y que no pretende ahondar en complicados debates teóricos, es 
que se trata de un conjunto de normas jurídicas encargadas de regu-
lar la conducta humana en una sociedad determinada y emanadas 
de una autoridad facultada para ello. Por su parte, la norma jurídica 
es todo mandato que ordena, permite o prohíbe una conducta, la 
cual debe ser diferenciada de las normas morales y religiosas, pues 
en estas no hay coacción para su cumplimiento y tampoco han sido 
decretadas por una autoridad competente. 

La ley, entonces, es una disposición integrada por un conjunto de 
normas jurídicas, dirigida a regular un tema específico de la sociedad; 
estos temas pueden ser variados: economía, salud, ecología, etc. Así, 
la norma debe ser considerada el átomo, la estructura más elemental 
del ordenamiento jurídico, mientras que la ley vendría a representar 
una molécula, integrada por normas, cuya estructura variará depen-
diendo de la complejidad del tema que regule. 

En México, la Constitución Federal de 1824 no establece una 
definición de ley, limitándose a distinguir en su artículo 47 que 
“toda resolución del Congreso tendrá el carácter de ley o decreto” 
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(Tena, 1998: 173); no obstante, estas breves líneas fueron tomadas 
de la ley tercera de la Constitución de 1836, que sí señalaba sus 
diferencias: “Toda resolución del Congreso tendrá el carácter de ley 
o decreto. El primer nombre corresponde a las que se versen sobre 
materias de interés común, dentro de la órbita de atribuciones del 
Poder Legislativo. El segundo corresponde a las que, dentro de la 
misma órbita, sean sólo relativas a determinados tiempos, lugares, 
corporaciones, establecimientos o personas” (Tena, 1998: 212-222). 
Para los efectos de este trabajo, ley y decreto serán considerados 
sinónimos, toda vez que comparten características similares. 

A pesar de esta ausencia de definición de ley, el propio texto 
constitucional sí establece, en sus artículos 71 y 72, el procedimiento 
legislativo para crear leyes. No obstante, no todas las leyes poseen la 
misma jerarquía, la ley suprema en México es la Constitución Federal 
de 1917, ella es el fundamento y origen de todas las demás, tanto 
federales como estatales. De este modo, cada uno de los 32 estados 
que conforman a la nación mexicana posee su propio procedimiento 
legislativo, siempre acorde con los límites impuestos por los artículos 
115 a 122 de la Constitución Federal. En el caso del Estado de Mé-
xico, esta facultad se encuentra establecida entre los artículos 51 y 
60 de su propia constitución.

Cualquier intento de descripción del contenido de las leyes mexi-
quenses actuales resulta una labor inmensa debido a que conforme la 
sociedad se ha ido haciendo más compleja, el derecho intenta regular 
simultáneamente las nuevas materias que van surgiendo, lo que con-
vierte a toda legislación en una imagen fiel de la sociedad de ese 
momento histórico.

En consecuencia, una mirada a las leyes pasadas mexiquenses 
constituye un buen ejercicio de aproximación no solo a la historia 
jurídica de la entidad, sino también a su cultura, más aún cuando el 
Estado de México ha sido testigo en su territorio de los importantes 
cambios acaecidos en la nación, desde los inicios de su independen-
cia hasta las más recientes fechas. Vida estatal y vida nacional son 
imposibles de desligar. Las siguientes líneas buscan presentar un 
panorama de la legislación estatal durante los primeros tres años de 
existencia del Estado de México, los cuales se corresponden con la 
instauración de su congreso constituyente el 2 de marzo de 1824 y 
su conclusión el 28 de febrero de 1827. 
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Los inicios de la legislación mexiquense

En vísperas de la independencia de México, el Plan de Iguala (art. 
20) y los Tratados de Córdova (art. 12) establecerían que las leyes 
aplicables serían las vigentes hasta ese momento, es decir, todo el 
cúmulo legislativo del virreinato, así como la propia Constitución 
de Cádiz y decretos emanados antes o después de ella, en tanto era 
redactada una constitución y legislación propias. Esto implicaba que 
aun cuando México se erigía en nación independiente, por lo menos 
en el tema legislativo seguiría anclada a su pasado colonial, una si-
tuación que continuaría así hasta la segunda mitad del siglo xix.

En ese periodo, el Estado de México todavía no existía, pero 
estaba ya presente su antecedente: la Provincia de México, a la que 
le correspondería atender las primeras demandas de la sociedad 
mexiquense. Estas habían aumentado en 1823; fueron atendidos 
234 asuntos, de los cuales 29% tenían relación con los ayuntamien-
tos, en especial con el saneamiento de su hacienda pública; 21% 
con los empleados; 6% abordaba la hacienda pública provincial, y 
5% restante correspondía a negocios religiosos.

La legislación estatal tendría como punto de arranque el decreto 
del 4 de octubre de 1823, en el que se ordenaba la transformación de 
la Provincia de México en estado, confirmado por la ley para esta-
blecer las Legislaturas Constituyentes del 8 de enero de 1824 y el 
artículo 7.º del Acta Constitutiva de la Federación Mexicana del 31 
de enero del mismo año.

Las elecciones para el primer congreso constituyente mexiquen-
se comenzarían el 25 de enero de 1824, concluyendo el 15 de febrero, 
y su instauración ocurriría el 2 de marzo de ese mismo año, con 21 
diputados propietarios y siete suplentes: Mariano Casela, Manuel 
Cotero, Manuel de Cortázar, José Alonso Fernández, José Figuero, 
Manuel Gómez Marín, Benito José Guerra, Francisco José Guerra, 
José María de Jáuregui, José Domingo Lazo de la Vega, Pedro Martínez 
de Castro, Francisco Moctezuma, Ignacio Mendoza, José María Luis 
Mora, José Ignacio de Nájera, Baltasar Pérez, Francisco de las Piedras, 
Pedro Valdovinos, Antonio Velasco de la Torre, Joaquín Villa y Ma-
nuel Villaverde. Como suplentes: Antonio de Castro, José María 
Magos, José Nicolás de Oláez, José Pérez Valdovinos, Mariano Ve-
lázquez de León Tamariz, Manuel y José Calixto Vidal. También 
sería elegido Melchor Múzquiz como gobernador interino, quien 
asumiría el cargo de manera definitiva luego de la declinación de 
Manuel Gómez Pedraza.
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La labor legislativa durante esos prime-
ros tres años sería intensa, siendo promul-
gados 96 decretos entre el 2 de marzo de 
1824 y el 28 de febrero de 1827. El mismo 
día de su instalación, la legislatura expediría 
su Decreto sobre la Organización Provisio-
nal del Gobierno Interior del Estado de 
México, compuesto de los partidos que 
comprendía la Provincia de este nombre. 
En este breve texto se indicaba en sus 12 
artículos los lineamientos que guiarían su 
modelo constitucional, sin apartarse de los 
señalados en el Acta Constitutiva de la 
Federación: forma de gobierno republicana, 
representativa y popular; división de poderes 
en ejecutivo, legislativo y judicial; vigencia 
de las leyes anteriores para regir a las cor-
poraciones civiles, eclesiásticas y militares; 
y la prohibición de grabar a sus habitantes 
de forma desproporcionada.

Unos meses después, el 6 de agosto de 
1824, el congreso constituyente promulgaría 
su Ley Orgánica Provisional para el arreglo 

del gobierno interior del Estado de México. En la comisión encar-
gada de su redacción participaron José María Luis Mora, Alonso 
Fernández, José María Jáuregui, José Ignacio Nájera, Pedro Martínez 
de Castro y Mariano Casela.

Sus 71 artículos, organizados en 10 capítulos, seguían los prin-
cipios establecidos por el Congreso federal. A continuación, expo-
nemos un resumen del contenido de la Ley Orgánica Provisional:

1.	 Capítulo 1 “Del Estado” (arts. 1-7). Establecía: forma de go-
bierno republicana y federal, división de poderes, soberanía 
estatal, derechos de los ciudadanos y territorio.

2.	 Capítulo 2 “Poder Legislativo” (arts. 8-11). Ordenaba la residen-
cia de este poder en un congreso, el cual tendría las siguientes 
facultades: formar una constitución; dictar leyes para el Estado; 
nombrar al gobernador, teniente, consejeros, ministros del su-
premo tribunal de justicia y tesorero general; fijar los gastos del 
estado; y ordenar a los municipios, partidos y distritos.

3.	 Capítulo 3 “Poder Ejecutivo” (arts. 12-20). Sería ejercido in-
terinamente por una persona denominada gobernador, cuyas 

 Carátula de la Ley 
Orgánica Provisional del 
Estado de México, 1824.
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facultades eran: cumplir y hacer cumplir las leyes del estado y 
de la federación; vigilar la tranquilidad y orden público esta-
tales; cuidar la administración de justicia por los tribunales 
estatales; enviar al congreso propuestas de leyes y reformas 
necesarias para la felicidad del estado; cuidar la instrucción de 
la milicia local; y ser responsable por todos los actos de su 
administración.

4.	 Capítulo 4 “Cuerpo Consultivo” (arts. 21-23). Era un órgano 
colegiado integrado por el teniente gobernador y otros cuatro 
individuos. Sus principales facultades eran: otorgar dictamen 
y consejo al gobernador en todos los asuntos que la ley imponía 
a este la obligación de solicitarlo; proponer medidas para el 
aumento de la población, fomento de la industria, instrucción 
general, conservación del orden y tranquilidad pública. 

5.	 Capítulo 5 “Poder Judicial” (arts. 24-35). Sería ejercido por los 
tribunales de justicia, cuyos principales órganos eran la Audien-
cia, Tribunal Supremo de Justicia y alcaldes constitucionales. Las 
principales facultades del Tribunal Supremo de Justicia eran: 
procesar al gobernador y consejeros en caso de que el Congreso 
determinara causa en su contra; conocer de las causas criminales 
en contra del gobernador, consejeros de Estado, ministros de 
Audiencia y los miembros del propio tribunal; resolver las 
dudas de los tribunales sobre la interpretación de una ley y 
consultarlo con el gobernador para que el Congreso realizara 
la aclaración pertinente; respecto al arreglo interno de la au-
diencia y tribunal superior, este tendría como base legal la ley 
de tribunales del 9 de octubre de 1812.

6.	 Capítulo 6 “Prefectos” (arts. 36-47). Establecía la división del 
Estado en ocho distritos: Acapulco, Cuernavaca, Huejutla, 
México, Taxco, Toluca, Tula y Tulancingo. Cada uno de estos 
contaría con un prefecto, quien tendría facultades gubernativas 
y económicas, entre las cuales destacan las siguientes: garantizar 
el orden y seguridad de las personas en su distrito; vigilar el 
cumplimiento de las leyes, sobre todo en lo concerniente al 
ramo de policía; vigilar el cumplimiento de las leyes por parte 
de los ayuntamientos; garantizar que en los pueblos se estable-
cieran escuelas de primeras letras; formar un censo y estadística 
de su territorio, y velar por la correcta inversión de los fondos 
públicos.

7.	 Capítulo 7 “Subprefectos” (arts. 48-66). Además de la división 
en distritos, cada uno de estos se subdividiría en partidos, te-
niendo por jefe a un subprefecto, nombrado por el prefecto de 
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partido con aprobación del gobernador, cuyas facultades, simi-
lares a la del prefecto, consistían, además, en: presidir sin voto 
los ayuntamientos de sus respectivos partidos, así como publicar 
y circular las órdenes de los prefectos a los ayuntamientos.

8.	 Capítulo 8 “Ayuntamientos (art. 67). Este numeral solo men-
cionaba que los ayuntamientos se arreglarían conforme a las 
“leyes, decretos y órdenes prescritas para su gobierno político 
económico, y desempeño de sus atribuciones”.

9.	 Capítulo 9 “Hacienda” (arts. 68-70). Esta materia correspon-
dería a una Tesorería General, encargada de recaudar todos los 
impuestos estatales, siendo auxiliada por una contaduría que 
haría el examen de las cuentas estatales.

10.	Capítulo 10 “Regla General” (art. 71). Su único artículo exi-
gía a todas las autoridades estatales el cumplimiento y obser-
vancia de las leyes, siempre y cuando no fueran contrarias al 
Acta Constitutiva, a la misma Ley Orgánica y a las leyes que 
en lo sucesivo fueren promulgadas por el Congreso estatal.

Durante los meses siguientes, la labor legislativa del congreso 
mexiquense aumentaría, atendiendo las variadas demandas de la 
sociedad. Existía en el recién creado Estado de México una confusión 
en la aplicación de las actividades administrativas, lo que ameritaba 
una especial atención de los diputados.

Así, por ejemplo, al congreso llegarían solicitudes de las ciudades 
de Chilpancingo, Guerrero y Chilapa para realizar ferias anuales en 
sus demarcaciones, las cuales les fueron concedidas (decretos del 26 
de marzo de 1825 y 18 de enero y 25 de septiembre de 1826). Otras 
poblaciones, como Tixtla y Huichapan, intentarían mudar su estatus 
de pueblo a ciudad o villa. En el caso de esta última, se remarcaba que 
su cambio obedecía a su actitud bélica en favor de los insurgentes.

El aspecto económico no era menos importante para los legislado-
res e implicaba tanto la apertura de nuevas vías, como el proyecto del 
“camino de tierra adentro” (una antigua vía colonial que servía de 
enlace entre el centro y el norte del país, por lo cual no debía ser des-
cuidada), el establecimiento de una Casa de Moneda, el arreglo de la 
Hacienda Pública, así como sobre minería y contribución directa, 
entre otros más. Todas estas medidas iban encaminadas a aliviar los 
excesivos gastos legados por la guerra (decretos del 15 de junio, 1º de 
julio y 3 de octubre de 1825 y 28 de junio y 4 de agosto de 1826).

Había, incluso, demandas tan diversas como la presentada por 
un tal Justino Tuaillón, quien solicitaba permiso para fabricar cer-
veza, la cual le sería concedida (decreto del 10 de abril de 1824). El 
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Congreso ordenaría, también, el levantamiento de un monumento 
a José María Morelos y Pavón en el pueblo de San Cristóbal Ecatepec, 
lugar en donde fue fusilado (decreto del 28 de noviembre de 1825).

Respecto a la libertad de imprenta, reconocida por la Constitución 
de Cádiz y la propia legislación federal, se estipulaba que el obispo 
o su vicario, previa censura, otorgaría o negaría, podría prohibir o 
aprobar la impresión de los escritos (decreto del 20 de septiembre 
de 1824).

Una especial importancia era dada al tratamiento de las autorida-
des de la entidad. Así, por ejemplo, se ordenaba fueran nombradas de 
la siguiente forma: el gobernador sería excelencia; el teniente recibiría 
el mismo tratamiento que el gobernador cuando a falta de este cum-
pliera sus funciones; el Congreso sería llamado “señor”, su presidente 
“excelencia” y sus secretarios “señoría”, mientras que los prefectos y 
subprefectos serían “señoría” (decretos del 6 y 13 de marzo y 1 de 
octubre de 1824).

Territorio del Estado de 
México en el primer 
federalismo (1824). 
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El juramento constitucional también sería regulado. Antes de la 
independencia, cuando un nuevo rey era entronizado o eran recibi-
das las nuevas autoridades del virreinato, era realizado un juramento 
de lealtad. Después de la emancipación, este acto continuaría en uso, 
pero ya no sería para jurar lealtad al rey, sino a la constitución. Por 
ejemplo, en el caso del juramento de la Constitución Federal, se 
ordenaba fuera realizado por las autoridades en los municipios el 
domingo inmediato a la recepción del decreto y el domingo siguiente 
por pueblo. En el Congreso estatal, sería efectuado por los diputados 
y acto seguido por el gobernador, teniente, consejeros y tesorero 
general. Con posterioridad, el gobernador, junto con esas autorida-
des, acudiría a la iglesia catedral a celebrar un Te Deum (decreto del 
14 de febrero de 1827).

Elecciones y ayuntamientos

Hasta antes de la Constitución de Cádiz de 1812, la elección de 
autoridades era impensable, estas eran nombradas por el rey o el 
virrey, según fuera el caso. Si bien es cierto que en la España medie-
val existieron unas Cortes, las cuales eran asambleas constituidas por 
los distintos grupos que conformaban a la sociedad, debe remarcarse 
que no se trataban de auténticos representantes de la soberanía po-
pular o nacional, sino que representaban los intereses específicos de 
su corporación, gremio o grupo de poder. 

De este modo, uno de los principales cambios realizado por esta 
ley fundamental sería la incorporación de representantes de todas 
las provincias, tanto europeas como americanas, que conformaban 
a la monarquía española. Tras la independencia de México en 1821, 
la legislación seguiría la misma vereda de Cádiz, determinándose 
que las elecciones también serían indispensables para elegir autori-
dades tanto en el ámbito federal como estatal. Por este motivo, de 
entre toda la variada normativa promulgada por el congreso cons-
tituyente mexiquense destacaría la materia legislativa.

En el caso del gobernador del estado, este no sería elegido por la 
votación de los ciudadanos, sino por el propio congreso (decretos de 
4 de marzo y 17 de septiembre de 1824). Por el contrario, sí se con-
vocaría a elecciones para diputados al congreso ordinario federal, 
correspondiéndole al Estado de México 13 diputados propietarios y 
cuatro suplentes (decreto del 31 de julio de 1824). 

Siguiendo el modelo de la constitución de Cádiz, eran señalados 
tres niveles electorales: juntas primarias, secundarias y del Estado. 
En las juntas primarias podrían participar todos los ciudadanos 
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mayores de 18 años y avecindados y resi-
dentes en el territorio de su respectivo 
ayuntamiento. En las juntas secundarias, los 
requisitos para ser elector aumentaban: una 
edad mayor de 25 años, no ejercer jurisdic-
ción contenciosa, civil, eclesiástica o militar 
ni cura de almas. Finalmente, en las juntas 
del Estado, el día señalado para la elección, 
los electores nombrarían a los diputados 
diciendo al secretario el nombre de cada 
persona. Después de la votación, el presi-
dente, secretario y escrutadores harían el 
conteo de los votos, siendo vencedor quien reuniera la mitad más 
uno; si ninguno consiguiera la mayoría se procedería a una segunda 
votación entre los dos que hubieran obtenido mayoría en la votación 
previa; si aun así prevalecía el empate el vencedor sería declarado por 
suerte.

El tema de las elecciones adquiriría un especial significado en 1826, 
cuando serían elegidos 21 diputados propietarios y siete suplentes para 
el congreso ordinario estatal (decretos del 16 y 23 de agosto y 1 y 14 
de septiembre de 1826). Sin embargo, estas se tornarían turbias debi-
do a que ocurrirían “notorias infracciones de ley” cometidas por los 
electores. Ante este panorama, el congreso constituyente procedería 
a decretar la anulación de las elecciones (decreto del 22 de noviembre 
de 1826).

Sin embargo, una fracción de la legislatura consideraba que se 
había invadido la competencia federal. El debate escalaría hasta el 
Senado, que anularía el decreto estatal. Este hecho reflejaba las ten-
siones existentes entre la Federación y el Estado de México, agudi-
zadas desde la instauración del Distrito Federal en 1824, por el cual 
se le privó a la entidad de la joya de su corona. 

Otro tema medular y sin el cual resulta imposible imaginar la 
vida política de la nación mexicana es el de los ayuntamientos, una 
institución de raigambre medieval y que desempeñaría un papel 
fundamental en la vida política de México. No debe olvidarse que 
la primera institución fundada por Hernán Cortés sería el cabildo 
de la Ciudad de México el 15 de mayo de 1522. También sería el 
ayuntamiento de la misma ciudad el que en 1808 afirmaría que en 
ausencia de rey legítimo, la soberanía regresaba al pueblo. Por ende, 
resulta imposible soslayar su prestigio.

Respecto al Estado de México, la conformación de sus ayunta-
mientos quedaría establecida por ley, apenas un año después de su 

Escudo Heráldico del 
Estado de México, 1833.
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nacimiento como entidad federativa (decreto del 9 de 
febrero de 1825). Esta ley, una de las más extensas, cons-
taba de 112 artículos y señalaba que los ayuntamientos 
se formarían en los pueblos de, por lo menos, 4 000 al-
mas, y cuando ese número fuera insuficiente dos o más 
pueblos de un mismo partido podrían reunirse para 
formar uno, quedando así la cifra final en 182 ayunta-
mientos mexiquenses.

La citada ley establecía en lo esencial las siguientes 
características de los ayuntamientos: estarían integrados 
por alcaldes, síndicos y regidores; los requisitos para 
formar parte era ser ciudadano en ejercicio de sus de-
rechos; demostrar capacidad económica; no ser militar, 
jornalero o eclesiástico; los alcaldes deberían saber leer 
y escribir; la elección del ayuntamiento sería en forma 
indirecta y sus materias de responsabilidad serían: sa-
lubridad, paz pública, policía, obras públicas, cemen-
terios, beneficencia, fondos municipales, escuelas, 

diversiones, fomento a la economía y convocar a elecciones.

La administración de justicia

Durante el periodo aquí estudiado no hay duda respecto a que la 
justicia mexiquense tenía un aspecto bastante desolador, como lo 
señalaba la exposición de motivos de la Constitución de 1827: “La 
administración de justicia ha renacido con el establecimiento y dota-
ción efectiva de los jueces letrados en cada partido y de los magistra-
dos que componen los tribunales superiores. Vuestro congreso bien 
penetrado de la necesidad de arreglar este ramo importantísimo”. 
(Constituciones, 1974: 8). Esta precariedad de la justicia no se cir-
cunscribía solo al Estado de México, en realidad se trataba de un 
problema nacional, derivado no únicamente de los 11 años de guerra 
civil, sino incluso desde la época colonial.

Las nuevas doctrinas políticas obligaron a que tanto los consti-
tuyentes federales como estatales consideraran a la división de po-
deres (ejecutivo, legislativo y judicial) como uno de los principios 
fundamentales de la nueva nación. Sin embargo, les preocupaba, 
principalmente, que la justicia descansara en jueces letrados, es 
decir, individuos que hubieran estudiado jurisprudencia. Este deseo 
se vería reflejado en la legislación y constitución estatales.

Por las anteriores razones, la resolución de este problema de in-
seguridad era urgente. De manera inmediata se procedió al nombra-

Carátula de la Colección 
de los decretos del 

Congreso Constituyente 
del Estado de México 

publicada en 1848. 
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miento de ministros del Supremo Tribunal de Justicia, así como a 
tratar lo relativo a sus sueldos, tanto de ellos como de los ministros 
de Audiencia, jueces de partido y prefectos (decretos del 9 y 18 de 
septiembre de 1824). Sin embargo, el cambio más importante ven-
dría con la expedición del Reglamento del Supremo Tribunal de Justi-
cia (decreto del 20 de abril de 1825). 

Establecían su composición en dos salas integradas por tres mi-
nistros cada una y presidida por el decano. El horario de labores 
sería de las 10 a.m. a las 13 p.m., con los ministros. Los asuntos se 
repartirían por turno entre las dos salas, a excepción de aquellos 
acordados por ambas; acabada la sesión se procedería a la votación, 
pero en caso de que no hubiera acuerdo se tendría un término de 
ocho días para su resolución. Además, cualquiera de los ministros 
podía reformar su voto hasta antes de la declaración de sentencia, la 
cual sería leída por el ministro correspondiente de forma pública. 
Los integrantes tendrían facultades diferentes que corresponderían 
a su nombramiento: decano presidente; ministro semanero, ministro 
fiscal, secretarios y porteros.

En lo subsecuente, nuevos decretos vendrían a completar este 
reglamento: el Supremo Tribunal de Justicia conocería de los asuntos 
aún pendientes en grado de suplicación (decreto del 21 de abril de 
1825); ante la ausencia de ministros en la Audiencia, las vacantes 
serían suplidas por abogados nombrados por el Supremo Tribunal 
(decreto del 14 de mayo de 1825); se prohibía la concurrencia de 
abogados ante los tribunales estatales cuando en la causa su padre, 
hermano, cuñado, hijo, yerno o suegro fuera juez o fiscal  (decreto del 
5 de septiembre de 1825); habría designación de alcaldes conciliadores 
en los poblados desprovistos de ayuntamiento (decreto del 28 de enero 
de 1826); habilitación de los abogados de cualquier estado de la repú-
blica para ejercer sus funciones en territorio mexiquense (decreto del 
11 de abril de 1826); establecimiento de los requisitos indispensables 
para ser abogado (decreto del 7 de junio de 1826); obligación de que 
los oidores y fiscales propietarios fueran preferidos para los nombra-
mientos de jueces de distrito y de tercera instancia (decreto del 19 de 
junio de 1826); aportación de recursos por parte del Estado para la 
construcción y compostura de varias cárceles (decretos del 16 de 
octubre de 1826 y 15 de febrero de 1827), y la extinción del Tribunal 
del Consulado (decreto del 19 de enero de 1827).
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La mudanza de capital y el inicio 
de la vida constitucional

Otra de las medidas urgentes que preocupaba a los constituyentes 
mexiquenses era la mudanza de capital. Por decreto del 18 de no-
viembre de 1824, el Congreso Federal había ordenado la creación 
del Distrito Federal, como sede de los Supremos Poderes Federales. 
La medida perjudicaba fuertemente al gobierno mexiquense, ya 
que de esta forma se veía privado de su principal baluarte econó-
mico y político. 

La medida fue impugnada por los constituyentes mexiquenses, 
quienes el 12 de enero de 1825 solicitaron al Congreso Federal la 
restitución de la ciudad. Unos días después, el 15 de enero, pediría 
el apoyo de los demás estados, pero al final el objetivo no fructifi-
caría, pasando de manera definitiva al control federal el 10 de abril 
de 1826. Los legisladores del Estado de México continuaban lamen-
tándose por ese despojo, tal y como lo dejan ver las siguientes líneas: 
“La posteridad no podrá menos de hacer justicia a unos hombres 
que tuvieron la resolución y firmeza necesaria para arrostrarlo todo 
y sufrir toda clase de persecuciones, antes que abandonar el depósi-
to sagrado que se les había confiado” (Constituciones, 1974: 12). 

No obstante esta amarga derrota, era obligado establecer una 
nueva para el Estado de México, cuyas opciones principales eran 
Toluca y Texcoco. De esta forma, el constituyente puso como fecha 
límite para el traslado el 1º de febrero de 1827, siendo celebrada su 
última sesión en la Ciudad de México, mientras que la primera en 
llevarse a cabo en Texcoco sería el 29 de enero de ese año. La sede 
sería el convento de San Juan de Dios, aunque apenas unos meses 
después habría un nuevo traslado de la capital a San Agustín de las 
Cuevas, actual Tlalpan, y sería acogida de manera definitiva en Tolu-
ca en 1830. Durante el breve lapso en que Texcoco fue la capital, se 
aprobaría una iniciativa para la construcción de un canal que facili-
tara las comunicaciones entre esta y la Ciudad de México (decretos 
del 4 de enero y 14 de febrero de 1827).

Sin embargo, cabría a Texcoco el honor de ser la ciudad en donde 
se promulgaría la primera constitución del estado el 14 de febrero 
de ese año, y unos días más tarde, el 24 de febrero, sería jurada por 
las autoridades mexiquenses. En su preámbulo, el constituyente 
denunciaba la mala administración en todos sus ramos: hacendaria, 
educativa, económica y de justicia, aunque como remarcaba: 

Las sombras que oscurecían su hermosura sólo han podido disi-
parse a merced de la actividad y celo infatigable de los miembros 
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que componen esta asamblea. El estado se ha formado, 
crecido y levantado a la sombra de sus benéficas leyes. Este 
cadáver exánime se halla no sólo restituido a la vida, sino 
también lleno de vigor, de salud y lozanía (Constituciones, 
1974: 6).

Conclusión

En el mundo contemporáneo, el mundo de las leyes es 
una frase que resuena en la mayoría de los Estados, ape-
lar a ella garantiza a los ciudadanos seguridad y certeza 
en la actuación de las autoridades, pues se tiene presente 
que cuando se termina la administración de justicia 
inicia el despotismo. Sin embargo, a veces se olvida que estas leyes 
deben ser siempre acordes con la realidad histórica que se vive, aun 
cuando en algunas ocasiones, como ha considerado algún autor, las 
leyes mismas pueden llegar a ser un obstáculo al cambio de la sociedad, 
al marcar una clara desconexión entre el derecho y la realidad.

En el caso del Estado de México, el estudio de sus leyes históricas, 
que por obvias razones ya no gozan de vigencia, no es un ejercicio 
estéril, mediante él puede mostrarse la forma en cómo fue erigida la 
sociedad mexiquense a inicios del siglo xix. El conjunto de esa le-
gislación muestra también los vicios que tenía la administración en 
todas sus ramas, y que los constituyentes mexiquenses intentaron 
extirpar mediante el establecimiento de nuevas y/o renovadas insti-
tuciones. Varias de ellas (como los ayuntamientos y el tribunal de 
justicia) todavía perviven, siendo herederas de la conjunción de todo 
ese cuerpo legislativo que fue formando a esta entidad, cuyo objetivo 
principal era la construcción no solo de un mejor estado, sino tam-
bién de una renovada nación. 

Durante esos tres años, los constituyentes mexiquenses debieron 
enfrentar un sinfín de vicisitudes, producto de más de una década 
de fuerte agitación política, un hecho que no generó pasividad en su 
labor; por el contrario, como afirmaría José María Luis Mora, la 
labor legislativa del Congreso fue continua con base en los principios 
de justicia liberal de la época para crear los cimientos de las institu-
ciones que fortalecerían a la entidad federativa.

Finalmente, solo resta añadir que el objetivo de estas líneas es 
despertar la inquietud de las nuevas generaciones por estudiar el 
pasado del Estado de México, de tal manera que conciban que la 
formación de una entidad federativa (y de una nación) implica 

José María Luis Mora, 
diputado del Congreso 
Constituyente del Estado 
de México.
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necesariamente un trabajo de larga duración en el que toda la socie-
dad se ve involucrada. 
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